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confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 14 de marzo de 1983—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de 
Justicia Militar.

8901 ORDEN 111/00875/1983, de 14 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del Tri­
bunal Supremo, dictada con fecha 22 de diciembre 
de 1982, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don José Navarro Requena, opera­
rio de Maestranza de la Armada.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don José Navarro Re­
quena, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el 
Abogado dei Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de 14 de abril y 24 de septiembre de 1981, se ha 
dictado sentencia con fecha 22 de diciembre de 1982, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, estimando el recurso interpuesto por don José 
Navarro Requena contra acuerdos del Consejo Supremo de Jus­
ticia Militar de 14 de ,abril y 24 de septiembre de 1981, sobre 
haber pasivo de retiro dimanante del Real Decreto-ley 6/1978, 
debemos anular y anulamos los referidos acuerdos, como dis­
conformes a derecho, y en su lugar declaramos el derecho del 
recurrente a que se le efectúe nuevo señalamiento de pensión 
de retiro con porcentaje del 90 por 100, condenando en costas a 
la Administración demandada.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legislativa", 
lo pronunciamos mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 
27 de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me 
confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 14 de marzo de 1983.—P. D.. el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar.

8902 ORDEN 111/00877/1983, de 14 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del Tri­
bunal Supremo, dictada con fecha 23 de diciembre 
de 1982, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don José María Pérez Iguacel, Cabo 
de Ingenieros.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre -partes, de una, como demandante, don José María Pérez 
Iguacel, quien postula por si mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar sobre haber pasivo, se ha dictado sentencia 
con fecha 23 de diciembre de 1982, cuya parte dispositiva es 
como sigue:

«Fallamos: Que, estimando el recurso interpuesto por don José 
María Pérez Iguacel contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar sobre haber pasivo de retiro dimanante del Real 
Decreto-ley 6/1978, debemos anular y anulamos los referidos 
acuerdes, como disconformes a derecho, y en su lugar declara­
mos el derecho del recurrente a que se le efectúe nuevo seña­
lamiento de pensión de retiro con porcentaje del 90 por 100  
sobre la base correspondiente, con especial condena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado" e insenvá en la "Colección Legislativa", 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Cor. ten c i oso-Adm inis trati va de 
27 de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me 
confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa

número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpia en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 14 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de 
Justicia Militar.

8903 ORDEN 111/00878/1983, de 14 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del Tri­
bunal Supremo, dictada con fecha 14 de enero 
de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Lázaro Segura Navarro, Sar­
gento de Aviación.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Lázaro Segura 
Navarro; quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra resoluciones del Conseio Supremo 
de Justicia Militar de 18 de noviembre de 1981 y 9 de febrero de 
1982, se ha dictado sentencia con fecha 14 de enero de 1983, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, teniendo por allanada a la Administración, 
debemos declarar y declaramos la nulidad de las resoluciones 
del Consejo Supremo de Justicia Militar de 18 de noviembre 
de 1981 y 9 de febrero de 1982, disponiendo que se efectúe nuevo 
señalamiento de la pensión de retiro del recurrente don Lázaro 
Segura Navarro con el porcentaje del 90 por 100, que le será 
abonado con efectos de 1 de abril de 1976, sin hacer especial 
condena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legislativa", 
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 
27 de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me 
confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 14 de marzo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar.

MINISTERIO
DE ECONOMIA Y HACIENDA

8904 ORDEN de 11 de febrero de 1983 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia dictada por 
la Sala Quinta del Tribunal Supremo en el recurso 
contencioso-administrativo número 510.777.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme­
ro 510.777, seguido por la Sala Quinta del- Tribunal Supremo, 
promovido por don Francisco Solano Ramón Alvear de Hostos 
contra la Administración, representada y defendida por el señor 

abogado del Estado, sobre denegación tácita del recurso de 
reposición interpuesto contra el acuerdo del Consejo de Minis­
tros de fecha ti d. septiembre de 1979, sobre coeficiente, ha 
dictado sentencia la mencionada Sala, con fecha 15 de abril 
de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que rechazando la inadmisibilidad propuesta por 
el Abobado del Estado, debemos desestimar y desestimamos el 
recurso contencioso-administrativo deducido por don Francisco 
Solano Ruiz Alvear de Hostos contra el acuerdo del Consejo 
de Ministros de veintiuno de septiembre de mil'novecientos 
setenta y nueve, sobre coeficiente del Cuerpo Técnico de la 
Administración Civi. del Estado, sin hacer especial condena en 
costos.

Así por esta nuestra sentencia que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legisla­
tiva", definitivamente juzgando, ic pronunciamos, mandamos y 
firmamos.—Luis Vacas, Angel Falcón, Pablo García, Teodoro 
Fernández, Diego Rosas (rubricados).
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Publicación.—Leída y publicada fue la anterior sentencia por 
el excelentísimo señor Magistrado Ponente don Diego Rosas 
Hidalgo estando celebrando audiencia pública la Sala Quinta 
del Tribunal Supremo el mismo día de su fecha. Ante mi, José. 
Benéitez (rubricado).»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en la Lr reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 
Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que 
se cumpla en sus propios términos la expresada sentencia. 

Lo qm digo a V. 1. para su conocimiento y demás efectos. 
Dios guarde a V. I.
Madrid, 11 de febrer ¡ de 1983.—P. D., el Director general de 

Presupuestos, Ceferino Arguello Reguera.

Ilmo. Sr, Director general de Presupuestos.

8905 ORDEN de 11 de febrero de 1983 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala Quinta del Tribunal Supremo en el 
recurso contencioso-administrativo numero 511.428 
y acumulados.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme­
ro 511.428, al que fueron acumulados los números 511.429, 511.430, 
511.431, 511.432, 511.433, 511.434, 511.435, 511.430, 511.437, 511.438, 
511 439 y 511.454, seguido por la Sala Quinta del Tribunal Supre­
mo, promovido por don Alvaro Galán Menéndez, Magistrado de 
la Audiencia Nacional; don José Hermenegildo Moyna Ménguez, 
Magistrado del Tribunal Supremo-, don Francisco Alberto Gutié­
rrez Moreno, Magistrado de la Audiencia Territorial de Ma­
drid-, don Juan Cálvente Pérez, Magistrado de la Audiencia 
Territorial de Madrid; don Andrés Martínez Sanz, Magistrado de 
la Audiencia Territorial de Madrid; don Antonio Avendaño Po­
rrúa, Magistrado de' la Audiencia Territorial de Madrid; don 
Albert Leiva Rey, Magistrado de la Audiencia Territorial de 
Madrid; don Felipe Martínez de Anguita y Núñez, Abogado 
Fiscal, Audiencia Territorial de Madrid; don Eduardo Torres- 
Dulce Litante, Abogado Fiscal, Audiencia Territorial de Ma­
drid, don José Antonio Rincón Acosta, Abogado Fiscal, Audien­
cia Territorial de Madrid; don Ildefonso Fernández Fermoso, 
Abogado Fiscal, Audiencia Territorial de Madrid; don Mariano 
Gómez de Liaño y, Botella, Abogado Fiscal, Audiencia Territorial 
de Madrid, y don Félix Alfonso Guevara Marcos, Juez de Pri­
mera Instancia e Instrucción en Colmenar Viejo (Madrid), con­
tra la Administración, representada y defendida por el señor 
Abogado del Estado, en impugnación del acuerdo del Gobierno, 
de fecha 3 de mayo de 1980, regulador de las retribuciones 
complementarias de. personal al servicio de la Administración 
de Justicia, ha dictado sentencia la mencionada Sala, con fe­
cha 4 de octubre de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos; Que desestimamos los recursos contencioso-admi- 
nistrati-vos interpuestos por don Alvaro Galán Menéndez y demás 
recurrentes que figuran relacionados en el encabezamiento de 
esta sentencia contra los puntos segundo tres-uno, tres-uno, pá­
rrafo dos, y punto quinto del acuerdo del Consejo de Ministros 
de tres de mayo de mil novecientos ochenta, por ser conformes 
al ordenamiento jurídico. No se hace expresa condena en cos­
tas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legisla­
tiva". definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos—Luis Vacas, Antonio Agúndez, Miguel de Páramo,’ 
Jesús Díaz de Lope-Díaz, Fernando de Mateo (rubricados).

Publicación.—Leída y publicada fue la anterior sentencie 
por el excelentísimo señor Magistrado Ponente de la misma don 
Jesús Díaz de Lope-Díaz y López en el día de su fecha, estando 
celebrando audiencia pública la Sala Quinta del Tribunal Supre­
mo. de lo que certifico, Pedro Pérez Coello (rubricado).»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 
Administra ti va, de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se 
cumpla en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guará a V. I,
Madrid. 11 de febrero de 1983.—P. D., el Director general de 

Presupuestos, Ceferino Arguello Reguera.

Ilmo, Sr. Director general de Presupuestos.

8906 ORDEN de 23 de febrero de 1983 por la que se 
autoriza la firma «Aglomerados Fibras y Tableros, 
Sociedad Anónima». el régimen de tráfico de per­
feccionamiento activo, para la importación de colas 
de urea-formol y la exportación de tableros aglome­
rados de madera.

Ilmo. Sr.; Cumplidos los trámites reglamentarios en el expe­
diente promovido por la Empresa «Aglomerados Fibras y Table­
ros, Sociedad Anónima», solicitando el régimen de tráfico de per­

feccionamiento activo para la importación de colas de urea- 
formol, y la exportación de tableros aglomerados de madera,

Este Ministerio, de acuerdo a lo informado y propuesto por 
la Dirección General de Exportación, ha resuelto:

Primero.—Se autoriza el régimen de tráfico de perfecciona­
miento activo a la firma «Aglomerados Fibras y Tableros, S. A.», 
con domicilio en avenida de las Cortes Catalanas, número 678, 
Barcelona y NIF A-0829505-7.

Segundo.—Las mercancías de importación serán las si­
guientes:

1. Colas de urea-formol con un contenido en sólidos del 65 
por 100 (a partir de 57,5 kilogramos de metanol y 48 kilogramos 
de urea, por cada 100 kilogramos), P. E. 39.01.25.

Tercero.—Los productos de exportación serán:

I. Tableros aglomerados de madera, P. E. 44.18.11.

Cuarto.—A efectos contables se establece lo siguiente:

Por cada metro cúbico de tableros aglomerados de madera 
que se exporten, se podrán importar con franquicia arancela­
ria, o se datarán en cuenta de admisión temporal, o se devol­
verán los derechos arancelarios, según el sistema a que se 
acoja el interesado, 100 kilogramos de urea-formol con un con­
tenido en sólidos del 65 por 100.

Se consideran pérdidas en concepto exclusivo de mermas 
(incluidas en las cantidades indicadas) el 35 por 100.

El interesado queda obligado a declarar en la documenta­
ción aduanera de exportación y en la correspondiente hoja de 
detalle, por cada producto exportado las composiciones de las 
materias primas empleadas, determinantes del beneficio fiscal, 
así como calidades, tipos (acabados, colores, especificaciones 
particulares, formas de presentación), dimensiones y demás 
características que las identifiquen y distingan de otras simila­
res y que en cualquier caso, deberán coincidir, respectivamente, 
con las mercancías previamente importadas o que en su com­
pensación se importen posteriormente, a fin de que la Aduana 
habida cuenta de tal declaración y de las comprobaciones que 
estime conveninte realizar, entre ellas la extracción de muestras 
para su revisión o análisis por e: Laboratorio Central de Adua­
nas, pueda autorizar la correspondiente hoja de detalle.

Quinto—Se otorga esta autorización por un período de dos 
años a partir de la fecha de su publicación en el «Boletín. 
Oficial del Estado», debiendo el interesado, en su caso, solicitar 
la prórroga con tres meses de antelación a su caducidad y 
adjuntando la documentación exigida por la Orden del Ministerio 
de Comercio de 24 de febrero áe 1976.

Sexto.—Los países de origen de la mercancía a importar 
serán todos aquellos con los que España mantiene relaciones 
comerciales normales. Los países de destino de las exportacio­
nes serán aquellos con los que España mantiene asimismo rela­
ciones comerciales normales o su moneda de pago sea converti­
ble, pudiendo la Dirección General de Exportación, si lo estima 
oportuno, autorizar exportaciones a los demás países.

Las exportaciones realizadas a partes del territorio nacional 
situadas fuera del área aduanera, también se beneficiarán del 
régimen de tráfico de perfeccionameinto activo, en análogas 
condiciones que las destinadas al extranjero.

Séptimo.—Ei plazo para la transformación y exportación en 
el sistema de admisión temporal no podrá ser superior a dos 
años, si bien para optar por primera vez a este sistema habrán 
de cumplirse los requisitos establecidos en el punto 2.4 de la 
Orden ministerial de la Presidencia del Gobierno de 20 de no­
viembre de 1975, y en el punto 6.° de la Orden del Ministerio 
de Comercio de 24 de febrero de 1976.

En el sistema de reposición con franquicia arancelaria, el 
plazo para solicitar las importaciones será de un año a partir 
de la fecha de las exportaciones respectivas, según lo estableci­
do en el apartado 3.6 de la Orden ministerial de la Presidencia 
del Gobierno de 20 de noviembre de 1975.

Las cantidades de mercancías a importar con franquicia 
arancelaria en el sistema de reposición, a que tienen derecho 
las exportaciones realizadas, podrán ser acumuladas, en todo o 
en parte, sis más limitación que el cumplimiento del plazo 
para solicitarlas.

En el sistema de devolución de derechos, el plazo dentro del 
cual ha de realizarse la transformación o incorporación y expor­
tación de las mercancías será de seis meses.

Octavo.—La opción del sistema a elegir se hará en el mo­
mento de la presentación de la correspondiente declaración o 
licencia de importación, en la admisión temporal. Y en el mo­
mento de solicitar la correspondiente licencia de exportación, en 
los otros dos sistemas. En todo caso, deberán indeiarse en las 
correspondientes casillas, tanto de la declaración o licencia de 
importación como de la licencia ae exportación, que el titular se 
acoge al régimen de tráfico de perfeccionamiento activo y el 
sistema elegido, mencionando la disposición por la que se le 
otorgó el mismo.

Noveno.—Las mercancías importadas en régimen de tráfico 
de perfeccionamiento activo, así como los productos terminados 
exportables quedará sometidos al régimen fiscal de compro­
bación. .

Diez.—En el sistema de reposición con franquicia arancela­
ria y de devolución de derechos, las exportaciones que se hayan 
efectuado desde el 26 de noviembre de 1982 hasta la aludida 
fecha de publicación en el «Boletín Oficial del Estado», podrán


